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Este tema en otras materias
Balance

B2.5.1. Protestas por el retraso en otras prestaciones
...

Como ocurre con otros programas de incentivos como el bono alquiler joven o el bono carestía, estas demoras nos 
obligan a insistir en la necesidad de una reflexión sobre las capacidades de la Administración, con su estructura y 
forma de funcionamiento habitual, para gestionar este tipo de programas caracterizados por el elevado número 
de solicitudes y el escaso plazo para gestionarlos y resolverlos.

Del mismo modo desde esta Institución seguimos recomendando a las administraciones que realicen reformas estruc-
turales y procedimentales para dotarse de los medios necesarios que les permita garantizar la resolución oportuna 
de expedientes conforme a los plazos establecidos en la normativa vigente. Destacamos la importancia de esta clave, 
fundamental para resolver tantos retrasos y dilaciones en tantas materias importantes para lograr una administración 
cercana, ágil y veraz. 

Urge simplificar los procedimientos y la automatizacion de los 
mismos en la solicitud de diferentes ayudas y prestaciones

Por ello reiteramos la urgente necesidad de un nuevo planteamiento que evite que sigan produciéndose estos 
retrasos y dilaciones en la gestión de los procedimientos, abogando por la simplificación de los procedimientos 
y la automatización de los mismos como forma prioritaria de gestión. 

Por todo ello, esta Institución viene asumiendo como un compromiso con la ciudadanía el tratar de garantizar que el 
progreso que supone la transformación digital sea una realidad para toda la sociedad. Que nadie se quede atrás en este 
camino. Que la transición digital sea una transición justa.

B3.1. Necesitamos empleadas y empleados públicos 
suficientes para dar respuesta a las necesidades de la 
población

Los servicios públicos constituyen una garantía para la igualdad de oportunidades y la protección de los derechos fun-
damentales de la ciudadanía. Contar con empleadas y empleados públicos profesionalizados y suficientes supone 
una condición necesaria para dar respuesta a las necesidades de la población, para promover el crecimiento económico, 
para avanzar en el estado del bienestar, para consolidar las instituciones públicas y para promover la cohesión territorial 
y social. 

Estos servicios públicos tienen que realizarse en condiciones adecuadas para garantizar los derechos de la ciudadanía 
y, sobre todo, tener en cuenta el lado humanista y ético de la digitalización, poniendo a la persona en el centro, de 
forma que permita avanzar a la sociedad. Para conquistar el derecho a una buena Administración -reconocido en nuestra 
Constitución a través del artículo 103-, es imprescindible situar el punto de partida en las condiciones laborales en las 
que se encuentran las personas que a diario desempeñan las funciones anejas a estos servicios, como son el personal 
sanitario, docente, de los servicios de Justicia, de la Administración general de la Junta de Andalucía o del ámbito local.
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